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Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno DEIBY GIOVANNY OCAMPO LÓPEZ, contra el auto proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día nueve (09) de noviembre de 2006, por medio del cual se aplicó la figura de la acumulación jurídica de penas.
1.- PROVIDENCIA 

Frente a la solicitud elevada, el señor Juez ejecutor de la pena tuvo en cuenta el contenido del artículo 470 del C.P.P. -Ley 600 de 2000- que permitía aplicar las reglas atinentes a la dosificación de delitos en concurso, cuando se hubieren proferido varias sentencias en diferentes procesos, siempre que se refirieran a penas en ejecución dado que no se podían acumular las ya ejecutadas; no se tratare de delitos cometidos durante el tiempo de reclusión; y no se refirieran a delitos cometidos después del primer fallo.
Consideró también el señor Juez que el mecanismo de la acumulación jurídica de penas busca evitar que el condenado purgue la suma aritmética de las sanciones, tal como lo prohíbe el estatuto represor. En otras palabras, implica una reducción del monto total de la pena, teniendo en cuenta que debe imponerse la sanción partiendo de la pena más grave incrementada “hasta en otro tanto”. Por demás, debía respetarse la dosificación punitiva realizada por el fallador, ya que no otra interpretación se podía dar al contenido de la norma pertinente que establecía que: “la pena impuesta en la primera decisión se tendrá como parte de la sanción a imponer”. Ello era sí, por la inmutabilidad que procesalmente se derivaba de una providencia judicial ejecutoriada y en virtud del principio de seguridad jurídica que las amparaba. 
A pesar de habérsele acumulado jurídicamente las penas en decisión del veintitrés de octubre de 2006, nuevamente accedía a aplicar la figura por cuanto se contaba con una nueva sanción; para ello, procedió a realizar los cálculos pertinentes de la siguiente manera:

El señor OCAMPO LÓPEZ descontaba penas impuestas en las siguientes sentencias: i) la del diecinueve (19) de enero de 2004 proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, del orden de cien (100) meses de prisión, por la comisión del delito de Hurto Calificado y Agravado, hechos ocurridos entre el once (11) de octubre y el ocho (08) de noviembre de 2002; ii) la del veinticinco (25) de agosto de 2005 procedente del Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, por medio de la cual impuso una sanción de diez (10) meses y quince (15) días de prisión al encontrarlo autor responsable de porte ilegal de armas; la calendada el dieciséis (16) de octubre de 2002 por el Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira -sic-, por la comisión de la conducta punible de Porte ilegal de armas
, que al ser apelada, fue confirmada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito, fijando una pena de cincuenta meses (50) meses de prisión, hechos ocurridos el veinticuatro (24) de agosto de 2001; y finalmente, la última condena que le había aparecido, fechada el dieciséis (16) de septiembre de 2003, por medio de la cual el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, impuso trece (13) años de prisión por el delito de homicidio, acontecimientos presentados el tres (3) de octubre de 2002.

Partió entonces de la pena mayor, los trece (13) años -156 meses- la que podía ser incrementada hasta en otro tanto –sin llegar a la suma aritmética-, para lo cual tuvo en cuenta la gravedad y la modalidad de los hechos, la personalidad del autor y el número de sentencias a acumular. Así las cosas, sin explicar de qué manera procedió, fijó un incremento de ciento treinta y seis (136) meses, con lo cual la pena definitiva quedó en doscientos noventa y dos (292) meses de prisión. Sobre la pena accesoria, la interdicción de derechos y funciones públicas la estableció también en un lapso igual al de la aflictiva de la libertad. 
2.- RECURSO 

El interno señala en su escrito de apelación que ingresó a la cárcel a pagar una pena de ocho (8) años y cuatro (4) meses de prisión por hurto calificado. Luego, recibió la notificación de que había sido condenado a otra pena de cincuenta (50) meses por parte del Juzgado Quinto Penal Municipal. Posteriormente, fue informado de otra sentencia en su contra por el delito de homicidio, con una sanción de trece (13) años de prisión, impuesta por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.). Todas las condenas suman quinientos cincuenta y seis (556) meses y señala que no recibió la rebaja justa por la acumulación jurídica de penas, para una sanción tan elevada. Como “buen ciudadano” está presto a pagar su condena, pero solicita una rebaja mayor de aquella que el Juzgado le otorgó. Por demás, agrega que es un hombre solo que quiere resocializarse y ser útil a la sociedad, que lleva en detención física cuarenta y ocho (48) meses, que ha descontado pena por estudio y que además, ha observado una conducta ejemplar. 

4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar la apelación presentada contra el auto que hizo acumulación jurídica de penas, dictado por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

Mirado con detenimiento el asunto puesto a consideración de la Sala, debe advertirse que no se justifica de ningún modo la forma genérica en que se tasó la sanción con ocasión de la acumulación jurídica de penas que se aplicó. Las connotaciones propias de los diversos asuntos por los cuales fue juzgado y condenado el señor OCAMPO LÓPEZ, pero en especial, el contenido de la norma del artículo 470 del C.P.P. –Ley 600 de 2000- hace imperativo que se brinde una adecuada motivación de la forma en que se realizan los incrementos punitivos que se aplican sobre la sanción más grave, ya que no puede olvidarse que en lo que hace con la figura de la acumulación jurídica de penas, deben seguirse los mismos derroteros que son inherentes a la figura del concurso de conductas punibles, en el entendido que lo que se busca –tal como lo sostiene el señor Juez- es beneficiar a la persona que debe purgar la pena.

No hay lugar a avalar, que sin motivación atendible, se haya procedido a aumentar casi en forma aritmética la sanción contemplada para el delito de mayor entidad -homicidio-, ya que si sabemos que la pena para el mismo fue del orden de ciento cincuenta y seis (156) meses, cuyo límite máximo serían trescientos doce (312) meses, la pena final aplicada de doscientos noventa y dos (292) meses, está a tan solo a un rango de veinte (20) meses de aquel extremo máximo. Una dosificación punitiva así realizada, aparece a todas luces desproporcionada con respecto a los fines que orientan el instituto en comento, razón por la cual, la Sala procederá a analizar el asunto de manera ordenada, en aras de determinar cuál es el monto de la sanción que debe purgar el señor OCAMPO LÓPEZ, para lo cual se utilizará la siguiente tabla, que de todas formas parte del delito con pena mayor, es decir, el homicidio.

	Juzgado que condena
	Delito
	Pena
	Incremento Porcentual
	Pena a adicionar

	5º Penal Mpal. de Pereira
	Hurto Calificado y Agravado
	50 meses de prisión.
	60 %
	30 meses

	Penal del Cto. Especializado de Pereira
	Hurto y Concierto para Delinquir
	100 meses de prisión
	60%
	60 meses

	Penal del Cto. de Dosquebradas
	Porte Ilegal de Armas
	10 meses y 15 días de prisión
	60%
	6 meses y 9 días

	TOTAL INCREMENTO
	96 meses y 9 días


Justificación

Estima la Sala que es equitativo realizar un incremento del orden del sesenta por ciento (60%), por cada una de las sanciones que le fueron impuestas al interno, debido a que de aplicarse el proceso de dosificación punitiva, ese sería aproximadamente el aumento que se realizaría en caso de darse un concurso heterogéneo de conductas como las aquí reseñadas. Además, tampoco puede desconocerse que en lo que hace con el porte ilegal de armas, es conducta que fue cometida en conexidad con el delito de homicidio de cuya pena por ser mayor se partió en este proceso de dosificación, pero el fallo separado obedeció a la declaratoria de nulidad parcial que hizo esta Sala en providencia del diez (10) de noviembre de 2003, para que se concretaran los cargos que le habían sido hechos al procesado por la conducta contra la seguridad pública. En un orden normal de las cosas, el incremento de seis (6) meses y nueve (9) días que ahora se hace por esa particular conducta, correspondería con el que normalmente se aplica para este tipo de eventos.

Acorde con lo expuesto, a la condena de ciento cincuenta y seis (156) meses de prisión originalmente impuesta para el delito de homicidio, se le adicionarán noventa y seis (96) meses y nueve (9) días, de tal suerte que la pena definitiva en aplicación de la acumulación jurídica de penas es de doscientos cincuenta y dos (252) meses y nueve (9) días de prisión.

No puede dejar de mencionar el Tribunal, que en la forma en que fue concibida la providencia apelada, se daba lugar a una irregularidad por cuanto allí se consignó que la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas se dejaba por el mismo lapso de la pena principal -292 meses, equivalentes a 24.33 años-, cifra que excede con creces el tiempo máximo de esta sanción accesoria que de conformidad con el contenido de la norma del artículo 51 de la Ley 599 de 2000, no podrá ser superior a veinte (20) años de prisión.

En ese entendido, dado que la pena que aquí se impone, es superior a ese límite máximo, se impondrá como sanción accesoria la máxima, es decir, veinte (20) años. 

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada, pero lo MODIFICA en cuanto DECLARA que la pena definitiva que debe purgar el señor DEIBY GEOVANI OCAMPO LÓPEZ por la acumulación jurídica de penas de que ha sido objeto, en relación con las sentencias aquí consideradas, será de DOSCIENTOS CINCUENTA Y DOS (252) MESES Y NUEVE (9) DÍAS DE PRISIÓN. La sanción accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas será de veinte (20) años.
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� La conducta de Porte Ilegal de Armas no es de competencia de un Juzgado Penal Municipal. En este caso, se trató de una condena por Hurto calificado y agravado.
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